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Estado Libre Asociado de Puerto Rico 
TRIBUNAL DE APELACIONES 

PANEL XI 
 

 
EL PUEBLO DE 
PUERTO RICO 

 
Recurrido 

 

v. 
 

JOSUÉ U. TORRES 
PÉREZ  

 

Peticionario 
 

 
 

 
 

KLCE202101458 

CERTIORARI 
procedente del 

Tribunal de Primera 
Instancia, Sala de 
Aguadilla. 

 
Crim núm.: A 

VI2003G0003 
 
Sobre: 

A83/Asesinato en 
primer grado.  

 

Panel integrado por su presidenta la Juez Lebrón Nieves, el Juez 
Rivera Torres y la Jueza Santiago Calderón. 

 
Rivera Torres, Juez Ponente 

 
RESOLUCIÓN 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 17 de diciembre de 2021. 

Comparece ante este Tribunal de Apelaciones el Sr. Josué U. 

Torres Pérez (en adelante el señor Torres Pérez o el peticionario), por 

derecho propio y en forma pauperis, mediante el recurso de epígrafe 

solicitándonos que revisemos y revoquemos la Resolución emitida 

por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de Aguadilla (el TPI), el 7 

de junio de 2021, notificada ese mismo día. Por medio del referido 

dictamen, el foro primario declaró No Ha Lugar a la moción 

presentada por el peticionario, al amparo de la Regla 192.1 de las 

de Procedimiento Criminal, infra.   

Por los fundamentos que exponemos a continuación, se 

acepta la litigación en forma pauperis y denegamos la expedición del 

recurso de certiorari solicitado. 

I. 

 Surge del recurso ante nuestra consideración que en el 2003 

el peticionario fue acusado como adulto siendo un menor de 16 

años. Este se encuentra cumpliendo una sentencia de cuatrocientos 

cincuenta y nueve (459) años de cárcel en la Institución de Máxima 
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Seguridad de Ponce. Esto, al haber sido sentenciado el 12 de marzo 

de 2004 a cumplir dicha pena de reclusión, luego de que un jurado 

lo encontraba culpable de cuatro (4) delitos de asesinato en primer 

grado, más delitos de la Ley de Armas (Artículos 5.04, 5.05, 5.06 y 

5.15).  El 14 de abril de 2009 el TPI emitió sentencias enmendadas 

solo para consignar los años a cumplir en cada uno de los cargos 

imputados por violación a la Ley de Armas. Puntualizamos que en 

las sentencias enmendadas se mantuvo la determinación inicial de 

cumplir dichas penas de manera consecutiva con los cuatro (4) 

cargos de asesinato en primer grado.  

Pasados cerca de 17 años de emitidas las sentencias 

primarias y casi doce años de las enmendadas, en enero de 2021, el 

peticionario presentó ante el foro sentenciador una Moción al 

Amparo de la Regla 192.1 de Procedimiento Criminal Posterior a la 

Sentencia. En esencia alegó que, las referidas sentencias, son 

inconstitucionales en violación a la octava enmienda de la 

Constitución de los Estados Unidos de Norteamérica y según lo 

resuelto en Miller v. Alabama, 567 US 460 (2012) y en Montgomery 

v. Louisiana, 577 US 190 (2016). El 7 de junio de 2021, el TPI declaró 

No Ha Lugar al petitorio. Posteriormente, el señor Torres Pérez 

solicitó la reconsideración la cual fue declarada No Ha Lugar el 12 

de octubre de 2021.  

 Inconforme aún con la determinación, el peticionario acude 

ante este tribunal apelativo imputándole al foro de primera instancia 

la comisión de los siguientes errores: 

EL TPI ERRÓ AL NO RECONOCER LA SENTENCIA DEL 
[PETICIONARIO] COMO UNA SENTENCIA DE 
PERMANECER ENCARCELADO DE POR VIDA 
CUANDO LA LEY ASÍ LO DISPONE. 
  
EL TPI ERRÓ AL MANTENER UNA SENTENCIA QUE 
HA SIDO PROHIBIDA Y EN VIOLACIÓN A LA OCTAVA 
ENMIENDA DE LOS ESTADOS UNIDOS DE 
NORTEAMÉRICA.  
 
EL TPI ERRÓ AL NO CELEBRAR UNA VISTA 
EVIDENCIARIA PARA EVALUAR SI EL [PETICIONARIO] 
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ES O NO REHABILITABLE. ESTO SUCEDIÓ A PESAR 
DE LA EVIDENCIA DE LA REHABILITABILIDAD DEL 
RECURRENTE.  
 
EL TPI ERRÓ AL NO DAR EFECTO RETROACTIVO A 
LO DISPUESTO POR MILLER 567 US _ (2012) CUANDO 
ESTO YA HA SIDO ADJUDICADO POR LA CORTE 
SUPREMA DE ESTADOS UNIDOS DE 
NORTEAMÉRICA. 
 
EL TPI ERRÓ AL NO ADJUDICAR RETROACTIVIDAD 
[A] TRAVÉ[S] DE ATAQUE COLATERAL. 
  
EL TPI ERRÓ AL NO RECONOCER LA MENOR 
CULPABILIDAD DEL RECURRENTE CUANDO ESTO 
YA HA SIDO ADJUDICADO POR LA 
JURISPRUDENCIA. 
 
EL TPI ERRÓ AL MANTENER LA SENTENCIA MÁS 
GRAVE CUANDO ESTO VA CONTRA LA 
JURISPRUDENCIA.  
 
EL TPI ERRÓ AL SOSTENER LOS CARGOS ACTUALES 
CUANDO LOS NUEVOS ATENUANTES NOS GUÍAN A 
LO CONTRARIO.  
 
EL TPI ERRÓ EN SU DETERMINACIÓN YA QUE ACTUÓ 
CONTRA LA JURISPRUDENCIA.  

  

 Examinado el expediente a la luz del derecho vigente, 

resolvemos sin la comparecencia del Procurador General. Regla 

7(B)(5) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-

B. R. 7(B)(5).  

II. 

La Ley de la Judicatura (Ley núm. 201-2003) dispone en su 

Art. 4.006 (b) que nuestra competencia como Tribunal de 

Apelaciones se extiende a revisar discrecionalmente órdenes y 

resoluciones post sentencia emitidas por el Tribunal de Primera 

Instancia. 4 LPRA sec. 24y (b).  

La expedición de un auto de certiorari debe evaluarse a la luz 

de los criterios enumerados por la Regla 40 de nuestro Reglamento 

(4 LPRA Ap. XXII-B). 

Al determinar la expedición de un auto de certiorari o de una 

orden de mostrar causa, el tribunal tomará en consideración los 

siguientes criterios: 
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(A) Si el remedio y la disposición de la decisión 
recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 
contrarios a derecho. 
(B) Si la situación de hechos planteada es la más 
indicada para el análisis del problema. 
(C)  Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el 
Tribunal de Primera Instancia. 
(D) Si el asunto planteado exige consideración más 
detenida a la luz de los autos originales, los cuales 
deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados. 
(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el 
caso es la más propicia para su consideración. 
(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa no causan un fraccionamiento indebido del pleito 
y una dilación indeseable en la solución final del litigio. 
(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa evita un fracaso de la justicia. 

 

En síntesis, la precitada regla exige que, como foro apelativo, 

evaluemos si alguna de las circunstancias enumeradas 

anteriormente está presente en la petición de certiorari. De estar 

alguna presente, podemos ejercer nuestra discreción e intervenir 

con el dictamen recurrido. De lo contrario, estaremos impedidos de 

expedir el auto, y por lo tanto deberá prevalecer la determinación del 

foro recurrido. Además, la norma vigente es que un tribunal 

apelativo solo intervendrá con las determinaciones interlocutorias 

discrecionales procesales del tribunal de instancia, cuando este 

haya incurrido en arbitrariedad o en un craso abuso de discreción 

o en una interpretación o aplicación errónea de la ley. Pueblo v. 

Rivera Santiago, 176 DPR 559, 580-581 (2009).  

De otra parte, la Regla 192.1 de las Reglas de Procedimiento 

Criminal, 34 LPRA Ap. II, R. 192.1, provee a cualquier persona que 

se encuentre detenida, luego de recaída una sentencia condenatoria, 

a presentar en cualquier momento una moción ante el tribunal de 

instancia que dictó el fallo condenatorio con el fin de anular, dejar 

sin efecto o corregir la determinación impugnada, ordenar la libertad 

del peticionario, dictar nueva sentencia o conceder nuevo juicio, 

según sea el caso. Pueblo v. Marcano Parrilla, 152 DPR 557, a las 

págs. 568-571 (2000); Correa Negrón v. Pueblo, 104 DPR 286, a la 

pág. 292 (1975). Específicamente el mencionado precepto legal 
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autoriza a una persona que se halle detenida en virtud de una 

sentencia dictada por cualquier Sala del Tribunal de Primera 

Instancia a presentar una moción a tenor con su derecho a ser 

puesto en libertad, debido a que: (a) la sentencia fue impuesta en 

violación de la Constitución o las leyes del Estado Libre Asociado de 

Puerto Rico o la Constitución o las leyes de Estados Unidos; o (b) el 

tribunal no tenía jurisdicción para imponer dicha sentencia; o (c) la 

sentencia impuesta excede la pena prescrita por la ley, o (d) la 

sentencia está sujeta a ataque colateral por cualquier motivo. Regla 

192.1 de las Reglas de Procedimiento Criminal, supra. Si al 

examinar una moción al amparo de esta regla se desprende 

claramente que el peticionario no tiene derecho a remedio 

alguno, el tribunal puede rechazarla de plano sin necesidad de 

celebrar audiencia. Pueblo v. Rivera Crespo, 167 DPR 812, 820 

(2006); Camareno Maldonado v. Tribunal Superior, 101 DPR 552, 

562 (1973).   

III. 

En el presente recurso, el peticionario insiste que las 

sentencias por las cuales se encuentra cumpliendo 459 años de 

reclusión son inconstitucionales al infringir la cláusula 

constitucional que prohíbe los castigos crueles e inusitados. 

Fundamenta su petitorio en lo resuelto por la Corte Suprema de los 

Estados Unidos en Miller v. Alabama, 567 US 460 (2012) y en 

Montgomery v. Louisiana, 577 US 190 (2016). En esta, se desarrolla 

la doctrina de culpabilidad atenuada en los casos de menores de 

edad procesados como adultos.  

Hemos evaluado el recurso de epígrafe bajo el crisol de la 

Regla 40 de nuestro Reglamento, supra; y en ausencia de alguno de 

los criterios esbozados en dicha norma, resolvemos no intervenir con 

la determinación recurrida.  
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Aclaramos que esta Curia no puede revisar la determinación 

del foro sentenciador que dispuso sobre el cumplimento de las penas 

en forma consecutiva, según fuera consignado en las sentencias 

dictadas el 12 de marzo de 2004. 

Al respecto, advertimos que el Tribunal Supremo de Puerto 

Rico ha confirmado sentencias consecutivas en casos de acusados 

que cometieron delitos, teniendo menos de dieciocho años, al 

momento de los hechos delictivos. Véanse, entre otros, Pueblo v. 

Rivera Torres, 121 DPR 128 (1988) y Pueblo v. Hernández Mercado, 

126 DPR 427 (1990). Por su parte, y atinente a lo argumentado por 

el peticionario, destacamos la expresión del Juez Asociado Señor 

Martínez Torres en Pueblo v. Álvarez Chevalier, 199 DPR 735 (2018) 

(Resolución). Allí nuestro más alto foro declaró No Ha Lugar a la 

solicitud de reconsideración instada por el Sr. John Álvarez 

Chevalier. En su recurso, este solicitaba la revisión del dictamen que 

emitiera este foro revisor, el cual expidió el auto de certiorari y 

confirmó la resolución del foro de primera instancia denegando el 

petitorio de corrección de sentencia invocado al amparo de la 

casuística de la Corte Suprema de los Estados Unidos ante citada.1  

En su voto de conformidad, el Juez Asociado Señor Martínez 

Torres expresó: […] Lo que ocurre es que todas las condenas — a 

cumplirse de manera consecutiva— suman 372 años de reclusión. 

La sentencia es válida y final, y no se cometió error. […] Rehuso 

también insertarme en el tema mediático de moda (el castigo a 

menores de edad) para justificar que se libere a quien todavía no ha 

pagado ni una cuarta parte de su deuda con la sociedad. […]. Íd., a 

las págs. 735-736.2 

 
1 Véase el caso núm. KLCE201700216. 
2 Por otra parte, es meritorio señalar lo vertido por el Juez Asociado Señor Estrella 

Martínez en su opinión disiente. “Lamentablemente, hoy la mayoría de este 
Tribunal se niega a reconocer el desarrollo de la doctrina de culpabilidad 

atenuada, según esbozada y reiterada por el Tribunal Supremo de Estados Unidos 

en Roper v. Simmons, Graham v. Florida, Miller v. Alabama, y Montgomery v. 
Lousiana. De esa forma, se resisten a aplicar el mandato claro de la jurisprudencia 
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Por tanto, a base de todo lo apuntalado, reiteramos que no 

encontramos fundamento alguno que nos permita y mueva a 

intervenir con el dictamen post sentencia recurrido. Tampoco surge 

de este un claro abuso de discreción, error en la interpretación o 

aplicación de cualquier norma procesal, ni que nuestra intervención 

en esta etapa evitará un perjuicio sustancial.  

IV. 

Por los fundamentos antes expuestos, se deniega la 

expedición del auto de certiorari.  

Notifíquese.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
 

LCDA. LILIA M. OQUENDO SOLÍS 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 

 
federal, en cuanto a la amplitud de la protección constitucional contra castigos 

crueles e inusitados a menores de edad procesados como adultos. […]. Íd., a la 

pág. 736. 


